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Lima, 30 de octubre de 2007 

EXP. N.º 2866-2006-PA/TC 
LIMA 
DOMINGO QU!SPE PAITAN 

RAZÓN DE RELATORÍA 

La resolución recaída en el Expediente N.º 02866-2006-PA es aquella conformada por los 
votos de los magistrados Gonzales Ojeda, Bardelli Lartirigoyen y Ve1gara Goteleli , que 
declara FUNDADA la demanda. Los votos de los magistrados Gonzales Ojedn y Dardelli 
Lartirigoyen aparecen firmados en hoja membretada aparte, y no junto con la firma del 
magistrados integrante de la Sala debido al cese en funciones de dichos magistrados. 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

- ~\ En Lima, a los 16 días del mes de mayo de 2006, la Sala S1~gunda del Trillu1nl 
Consti~ucionai , integrada por los magistrad~)S Gonzales Ojc:da, Ba¡·delli Lmirigoye11 y 

Vcrga~a Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia 

ASU~TO 
Recur~~o de agravio constitucional interpuesto por don Domingo Qliispe Paitán 

cor.tn·, la sentencia de la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, ele 
fojas ; 55, su fecha 28 de octubre de 2005, que declara infundada la demanda de autos. 

ANTECEDENTES 

Con fecha 5 de enero de 200:;,.. el n~currente interpone demanda de nmp;:ro contra la 
Oficina de Normalización Previsional (ONP), solicitando que se dechrc inaplicable la 
Resolución 0000003509-2004-0NP/DC/DL 18846, de fecha 25 ele agosto de 2004; y que, 
en con~:cc::cncia , se le otorgue renta vitalicia por enfermedad profcsionrd conforme al 
Decreto Ley 18346 y su Reglamento , debie:id0 disponerse el pago de !üs dcvengadC1s, los 
imereses legales, los costos y las costas rr'Jccsalcs. 

La emplazada contesta la demanda aiegando que el certificado médico presentado 
por el demandante carece de valor al haber sido emitido por autoridad incompetente, dado 
que !& únic<:! entídiid c<:j:az de diagnostic<l! ' !e::; enfermedades profesionales y determinar el 
grado el·~ incap;11:idad que causan es !<1 Comisión Eval11adonl de Enfcrmcclncles 
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Profesionales, conforme lo estipula el artículo 61 del Decreto Supremo 002-72-TR , 
Reglamento del Decreto Ley 18846. 

El Vigésimo Octavo Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, con fecha 27 de 
abril de 2005, declara infundada la demanda, estimando que no se ha vulnerado derecho 
constitucional alguno del actor, pues la Administración únicamente ha declarado en 
abandono el trámite de renta vitalicia pues el demandante no acudió a la evaluación de la 
Comisión dentro del plazo establecido. 

La recurrid':! confirma la apelada por el mismo fundamento. 

FUNDAMENTOS 

Procedencia de la demanda 

l. En la STC 1417-2005-PA, publicada en el diario oficial El Peruano el 12 de julio de 
2005, este Tribunal ha señalado que forman parte del contenido esencial directamente 

,/~·¡ protegido por el derecho fundamental a la pensión, las disposiciones legales que 
establecen los requisitos para la obtención de tal derecho, y que la titularidad del 
derecho invocarlo debe estar suficientemente acreditada para que sea posible emitir un 

1 pr::munciam iento estimatorio. 

Delimitación del petitorio 

2. En el presente caso, el demandante solicita que se le otorgue renta vitalicia por 
enfermedad profesic,nal, conforme al Decreto Ley 18846 y su Reglamento. En 
consecuenc:a, la pretensión del recurrente está comprendida en el supuesto previsto en 
el fundamento 37.b) de la citada sentencia, motivo por el cual corresponde analizar el 
fondo de la cuestión controvertida. 

Análisis de la controversia 

3. Este Tribunal, en la .STC 1008-2004-AAíTC, ha precisado los criterios para otorgar la 
renta vitalicia por enfermedad profesional, determinando el grado de incapacidad 
generado por la enfermedad según su estadio de evolución, así corno la procedencia del 
reaju~te del monto de la renta percibida conforme se acentúa la enfermedad y se 
illcrementa la incapacidad laboral. 

4. SQbrc el p:!rticular, cabe precis:w que el Decreto Ley 18846 fue derogado por la Ley 
26790, publicad:i el 17 de mayo de i 997, que estableció en su Tercera Disposición 
Com!Jlementaria que las reservas y obligaciones por prestaciones económicas del 
Seguro de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, regulado por el 
Decreto Ley 18846, serían transferidas al Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo 
administrad') por la 01'1 ?. 
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5. Mediante el Decreto Supremo 003-98-SA se aprobaron las Normas Técnicas del Seguro 
Complementario de Trabajo de Riesgos, cuyo artículo 3, entiende como enfermedad 
profes¡onal todo estado patológico permanente o temporal que sobreviene al trabajador 
corno consecuencia directa de la clase de trabajo que desempeña o del medio en que se 
ha visto obligado a trabajar. 

6. A foj<:!s 5 de autos obra el examen médico ocupacional expedido por el Centro Nacional 
de Salud Ocupacional y Protección del Ambiente para la Salud - Censopas, del 
Ministerio de Salud, de fecha 9 de enero de 2003, en el que consta que el demandante 
padece de neumoconiosis en primer estadio de cvoiución. 

7. --1').~ acuerdo con los artículos 191 y siguientes del Código Procesal Civil , de apiicación 
su~jl~tori~ .ª los procesos constituci~nales. el examen mé~ico-ocupac!o~1al ~ue pr~ctica 
la D :recc1on General de Salud Amhtcntal - Salud Ocupac1011al, del M1111 steno de Salud, 
con. , tit~!ye prueba suficiente y acredita la enfermedad profesional que padece el 
recu~rc;~tc. conforme a la Resolución Suorema O 14-93-TR, pub! icada el 28 de agosto de I' . • ~ 

199~~, ql:::: recoge los Lineamientos de la Clasificación Radiográfica Internacional de lc1 
orr!µ:ir1 la Ev ::d~ación './Diagnóstico de la Neumoconiosis, requ:riendo el demandante 
aten~ión pr;o!·itaria e inmediata. 

8. En el r .. ~±'crido 1;xur:en médico no se consigna e! grado de incapacidad física laboral del 
demandante, si:1 embargo, en aplicación de las normas cit::idas en el fundamento 
precedente, este Colegiado ha interpretado, que en defecto de un pronunciamie11t(1 
inéd:co ·::xprcso, la neumoconiosis (silicosis) en primer estadio de evolucióti produce, 
por h mcr.os, Invalidez Parcial Permanente, con un grado de incapacidad no menor a 
50%, '.'>' que a partir del segundo estadio de evolución, la incapacidad se incrementa a 
m3:; d~l ~~!.Í .M'o, generando una Invalidez Total Permanente; ambas definidas de esta 
u ; a•i~~r.: r·or los é'.rt ículo:; 18.2.1 y 1 S.2.2. del Decreto Supremo 003-98-SA , Normas 
TC:-cnic~;~ .. del S~gl:to Comp!t:mentario de Riesgo. 

9. Al r~sp~:<.:to e! · ::frlículo 18.2. l del Decreto Supremo 003-98-S/ -. define la inval idcz 
parcirrl per:nai~ ::: .1te como la dismin1.;ción de la capacidad p:!ra el trabajo en una 
proporción igual o superior al 50%, pero menor a :os 2/3 (66.66%), razón por la cual 
corresponde una pensión de i:ivalid:.:z vitalicia mensual equiv<tlcnte al 50% de la 
Remuneración Mensual. En cambio, el artículo 18.2.2 señala que sufre de invalidez 
total ¡::K~m;ancnte quien queda di:;minuido en su capacidad para el trabajo en forma 
permanente, en una proporción iguc.i o superior al ó6.66%, en cuyo caso la pensión de 
invalid<;;z vitalicia mensual será igu:;I al 70% de la Remunera~ión Mensual del 
<l~;'"'Gl.lr:hÍO, equivalente ?.J promedio de )ns rernuneraciones asegur::;hles de los 12 rne~e:.; 
?.n 1.::¡-iiL.:.~ <Ü sini~·stro, cntendiénd\i~;e como . tal al :!cddente o enfermedad profesional 
sufod:•. v ·.!· el ;;.::~.::,mado. 

10. Por 1a,¡1_0 ,;r.i·.ti!ti':!ndo:;t; de autos que el demandante e:;tuvo protegido durar.te su 
c1c<! .. •ida~I labor;.d po:· 10'.; ben:!f:rios de! Decreto Ley 18846, !e cerrcsponde gozar ele la 
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pre:;tación estipulada por su norma sustitutoria y percibir una pens1on de invalidez 
permanente total equivalente al 50% de su remuneración mensual, en atención a la 
incapacidad orgánica funcional que padece a consecuencia de la neumoconiosis 
(siiicosis) en primer estadio de ev•Jlución. 

11. En cuanto a la fecha en que se genera el derecho, este Tribunal estima que al haberse 
calificado como prueba sucedánea idónea el examen médico presentado por el 
recurrente, en defecto del pronunciamiento de la Comisión Evaluadora de 
Incapacidade~, la contingencia debe establecerse desde la fecha del pronunciamiento 
médico que acredita la existencia de la enfermedad profesional , dado que el beneficio 
deriva justé'lment~ del mal que aqueja al demandante, y es e. partir de dicha fecha que se 
debe abonar li:l pensión vitalicia -antes renta vitalicia- en concordancia con lo dispuesto 
p::>i el artículo 19 del Decreto Supremo 003-98-SA. 

12. En cuanto al pago de interes~s, este Colegiado (STC 0065-2002-AA/TC del 17 de 
oct11bre c!e 2002) ha establecido que deben ser pagados de acuerdo a to dispul"sto en tos 
aitículos 1242 y siguientes del Código Civil. 

l3. Respecto al pago de costos y costas del proceso, conforme al artículo 56 del Código 
Procesal Co11stitucional, mrresponde disponer que ia dc:nandada pague los costos y 
declarar improcedente el pago de costas procesales. 

! •1. Po:· cor.siguiente, habiéndose acreditado la vulneración de los derechos constitucionales 
ir.voc~dos por el recurrente, la demanda debe ser estimada .. 

Por estos fund?.rnentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

1. Declarar FUNUADA la demanda; en consecuencia, nula la Rcsulución 0000003509-
2004-0NP/DC/DL 18846. 

2. Ordena que !a entidad demandada otorgue al demandante la pensión que le corresponde 
por concepto de enfermedad profesional , con arreglo a !a L~y 26 790 y s u :~ n orm~ s 

cornp!erner:t<tt;ias y conexas, desde el 9 cte enero de 2003, conforme a los fundamentos 
de b prct. ~ ntc Asimismo, dispone qu·:! se abonen los devengados conforme a ley, los 
inter:cses !e2ales a que hubiere !ugar, así como lus costos procesales. 

Publ íqucs~ y ti o ti fíqlícse. 

SS. 

CONZALESOJEDA / 
BAUDELLI LARTiRIGO~,:;tN 
VEUGARA GOTELLI 

.' 

Dr. Dani I Figal/o Rivadeneyra 
SECR TARIO RELATOi.. , 1 ) 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

EXP. 2866-2006-PN TC 
LIMA 
DOMINGO QUISPE PAITÁN 

VOTO DE LOS MAGISTRADOS GONZALES OJEDA Y BARDELLI 
LARTIRIGOYEN 

Voto que formulan los magistrados Gonzales Ojeda y Bardelli Lartirigoyen en el recurso de 
agravio constitucional interpuesto por don Domingo Quispe Paitán contra la sentencia de la 
Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 155, su fecha 28 de 
octubre de 2005 , que declaró infundada la demanda 

Procedencia de la demanda 

l. En la STC 1417-2005-PA, publicada en el diario oficial El Peruano el 12 de julio de 
2005, este Tribunal ha señalado que forman parte del contenido esencial directamente 
protegido por el derecho fundamental a la pensión, las disposiciones legales que 
establecen los requisitos para la obtención de tal derecho, y que la titularidad del 
derecho invocado debe estar suficientemente acreditada para que sea posible emitir un 
pronunciamiento estimatorio. 

·Delimitación del petitorio 

2. En el presente caso, el demandante solicita que se le otorgue renta vitalicia por 
enfermedad profesional, conforme al Decreto Ley 18846 y su Reglamento. En 
consecuencia, la pretensión del recurrente está comprendida en el supuesto previsto en 
el fundamento 37.b) de la citada sentencia, motivo por el cual corresponde analizar el 
fondo de la cuestión controvertida. 

Análisis de la controversia 

3. Este Tribunal, en la STC 1008-2004-AA/TC, ha precisado los criterios para otorgar la 
renta vitalicia por enfermedad profesional , determinando el grado de incapacidad 
generado por la enfermedad según su estadio de evolución, así como la procedencia del 
reajuste del monto de la renta percibida conforme se acentúa la enfermedad y se 
incrementa la incapacidad laboral. 

4. Sobre el particular, cabe precisar que el Decreto Ley 18846 fue derogado por la Ley 
26790, publicada el 17 de mayo de 1997, que estableció en su Tercera Disposición 
Complementaria que las reservas y obligaciones por prestaciones económicas del 
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Seguro de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, regulado por el 
Decreto Ley 18846, serían transferidas al Seguro Complementario de Trabajo de 
Riesgo administrado por la ONP. 

5. Mediante el Decreto Supremo 003-98-SA se aprobaron las Normas Técnicas del 
Seguro Complementario de Trabajo de Riesgos, cuyo artículo 3, entiende como 
enfermedad profesional todo estado patológico permanente o temporal que sobreviene 
al trabajador como consecuencia directa de la clase de trabajo que desempeña o del 
medio en que se ha visto obligado a trabajar. 

6. A fojas 5 de autos obra el examen médico ocupacional expedido por el Centro 
Nacional de Salud Ocupacional y Protección del Ambiente para la Salud - Censopas, 
del Ministerio de Salud, de fecha 9 de enero de 2003 , en el que consta que el 
demandante padece de neumoconiosis en primer estadio de evolución. 

7. De acuerdo con los artículos 191 y siguientes del Código Procesal Civil , de aplicación 
supletoria a los procesos constitucionales, el examen médico--0cupacional que practica 
la Dirección General de Salud Ambiental - Salud Ocupacional , del Ministerio de 
Salud, constituye prueba suficiente y acredita la enfermedad profesional que padece el 
recurrente, conforme a la Resolución Suprema O 14-93-TR, publicada el 28 de agosto 
de 1993, que recoge los Lineamientos de la Clasificación Radiográfica Internacional de 
la OIT para la Evaluación y Diagnóstico de la Neumoconiosis, requiriendo el 
demandante atención prioritaria e inmediata. 

En el referido examen médico, no se consigna el grado de incapacidad física laboral 
del demandante, sin embargo, en aplicación de las normas citadas en el fundamento 
precedente, este Colegiado ha interpretado, que en defecto de un pronunciamiento 
médico expreso, la neumoconiosis (silicosis) en primer estadio de evolución produce, 
por lo menos, Invalidez Parcial Permanente, con un grado de incapacidad no menor a 

-~ 50%, y que a partir del segundo estadio de evolución, la incapacidad se incrementa a 
/ más del 66.6%, generando una Invalidez Total Permanente; ambas definidas de esta 

manera por los artículos 18.2.1 y 18.2.2. del Decreto Supremo 003-98-SA, Normas 
Técnicas del Seguro Complementario de Riesgo . 

9. Al respecto, el artículo 18.2.1 del Decreto Supremo 003-98-SA define la invalidez 
parcial permanente como la disminución de la capacidad para el trabajo en una 
proporción igual o superior al 50%, pero menor a los 2/3 (66.66%), razón por la cual 
corresponde una pensión de invalidez vitalicia mensual equivalente al 50% de la 
Remuneración Mensual. En cambio, el artículo 18.2.2 señala que sufre de invalidez 
total permanente quien queda disminuido en su capacidad para el trabajo en forma 
permanente, en una proporción igual o superior al 66.66%, en cuyo caso la pensión de 
invalidez vitalicia mensual será igual al 70% de la Remuneración Mensual del 
asegurado, equivalente al promedio de las remuneraciones asegurables de los 12 meses 
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anteriores al siniestro, entendiéndose como tal al accidente o enfermedad profesional 
sufrida por el asegurado . 

1 O. Por tanto, advirtiéndose de autos que el demandante estuvo protegido durante su 
actividad laboral por los beneficios del Decreto Ley 18846, le corresponde gozar de la 
prestación estipulada por su norma sustitutoria y percibir una pensión de invalidez 
permanente total equivalente al 50% de su remuneración mensual , en atención a la 
incapacidad orgánica funcional que padece a consecuencia de la neumoconiosi s 
(silicosis) en primer estadio de evolución. 

11 . En cuanto a la fecha en que se genera el derecho, este Tribunal estima que al haberse 
calificado como prueba sucedánea idónea el examen médico presentado por el 
recurrente, en defecto del pronunciamiento de la Comisión Evaluadora de 
Incapacidades, la contingencia debe establecerse desde la fecha del pronunciamiento 
médico que acredita la existencia de la enfermedad profesional, dado que el beneficio 
deriva justamente del mal que aqueja al demandante, y es a partir de dicha fecha que se 
debe abonar la pensión vitalicia - antes renta vitalicia- en concordancia con lo 
dispuesto por el artículo 19 del Decreto Supremo 003-98-SA. 

12. En cuanto al pago de intereses, este Colegiado (STC 0065-2002-AA/TC del 17 de 
octubre de 2002) ha establecido que deben ser pagados de acuerdo a lo dispuesto en los 
artículos 1242 y siguientes del Código Civil. 

13. Respecto al pago de costos y costas del proceso, conforme al artículo 56 del Código 
Procesal Constitucional , corresponde disponer que la demandada pague los costos y 
declarar improcedente el pago de costas procesales. 

14. Por consiguiente, habiéndose acreditado la vulneración de los derechos 
constitucionales invocados por el recurrente, la demanda debe ser estimada. 

Por estos fundamentos, se debe declarar FUNDADA la demanda. 

SS. 

GONZALES OJEDA 
BARDELLI LARTIRIGOYE~ 
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